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Amparo en Revisión 1200/2014  

 

ALIMENTOS. EL ESTADO DE NECESIDAD DEL ACREEDOR DE LOS MISMOS 

CONSTITUYE EL ORIGEN Y FUNDAMENTO DE LA OBLIGACIÓN DE OTORGARLOS.  

 

La institución jurídica de los alimentos descansa en las relaciones de familia y surge como 

consecuencia del estado de necesidad en que se encuentran determinadas personas a las 

que la ley les reconoce la posibilidad de solicitar lo necesario para su subsistencia. En 

consecuencia, podemos concluir que para que nazca la obligación de alimentos es 

necesario que concurran tres presupuestos: (i) el estado de necesidad del acreedor 

alimentario; (ii) un determinado vínculo familiar entre acreedor y deudor; y (iii) la capacidad 

económica del obligado a prestarlos. En este sentido, es claro que el estado de necesidad 

del acreedor alimentario constituye el origen y fundamento de la obligación de alimentos, 

entendiendo por éste aquella situación en la que pueda encontrarse una persona que no 

puede mantenerse por sí misma, pese a que haya empleado una normal diligencia para 

solventarla y con independencia de las causas que puedan haberla originado. Sin embargo, 

las cuestiones relativas a quién y en qué cantidad se deberá dar cumplimiento a esta 

obligación de alimentos, dependerán directamente de la relación de familia existente entre 

acreedor y deudor; el nivel de necesidad del primero y la capacidad económica de este 

último, de acuerdo con las circunstancias particulares del caso concreto.  

 

 

ALIMENTOS. LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLOS DENTRO DE LAS 

RELACIONES PATERNO-FILIALES SURGE DE LA PATRIA POTESTAD.  

 

Esta Primera Sala advierte que la obligación alimentaria que tienen los progenitores en 

relación con sus hijos, surge como consecuencia de la patria potestad, esto es, como 

resultado de un mandato constitucional expreso que les vincula a procurar el mayor nivel de 

protección, educación y formación integral, siempre en el marco del principio del interés 

superior del menor y con la característica de que recae en cualquiera de los padres, es decir, 

es una obligación compartida sin distinción de género. Además, si bien la obligación de 

alimentos en este supuesto surge y se desarrolla en el marco de la patria potestad, ésta no 

termina cuando los hijos alcanzan la mayoría de edad, sino que se mantiene mientras éstos 

finalizan sus estudios y encuentran un trabajo que les permita independizarse 

económicamente, siempre y cuando satisfagan los requisitos establecidos tanto en la ley 

como en la jurisprudencia de este alto tribunal. 
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DERECHO A ACCEDER A UN NIVEL DE VIDA ADECUADO. LA OBLIGACIÓN DE 

ASEGURAR LA PLENA EFICACIA DE ESTE DERECHO RECAE TANTO EN LOS PODERES 

PÚBLICOS COMO EN LOS PARTICULARES.  

Esta Primera Sala considera que, en un primer momento, sería posible sostener que 

corresponde únicamente al Estado asegurar la satisfacción de las necesidades básicas de 

todos sus ciudadanos mediante servicios sociales, seguros o pensiones en casos de 

desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y, en general, cualquier otro supuesto 

previsto en las leyes de la materia por el que una persona se encuentre imposibilitada para 

acceder a medios de subsistencia por circunstancias ajenas a su voluntad. Sin embargo, esta 

Primera Sala considera que no es correcto sostener que la satisfacción de este derecho 

corresponde exclusivamente al Estado en los supuestos anteriormente señalados pues, 

derivado de su propia naturaleza, es evidente que el mismo permea y se encuentra presente 

en ciertas relaciones que se entablan entre los particulares, especialmente en lo que se refiere 

a las obligaciones de alimentos derivadas de las relaciones de familia. Efectivamente, si bien 

es cierto que la obligación de proporcionar alimentos en el ámbito familiar es de orden 

público e interés social y, por tanto, el Estado tiene el deber de vigilar que en efecto se preste 

dicha asistencia, en última instancia corresponde a los particulares, derivado de una relación 

de familia, dar respuesta a un estado de necesidad en el que se encuentra un determinado 

sujeto, bajo circunstancias específicas señaladas por la propia ley. En consecuencia, es 

posible concluir que del derecho fundamental a acceder a un nivel de vida adecuado 

emanan obligaciones tanto para el Estado en el ámbito del derecho público -régimen de 

seguridad social- como para los particulares en el ámbito del derecho privado -obligación de 

alimentos-, derivándose de la interacción y complementación de ambos aspectos la plena 

eficacia del derecho fundamental en estudio. 
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DERECHOS FUNDAMENTALES. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA.  

 

Los derechos fundamentales gozan de una doble cualidad dentro del ordenamiento jurídico 

mexicano, ya que comparten una función subjetiva y una objetiva. Por una parte, la función 

subjetiva implica la conformación de los derechos fundamentales como derechos públicos 

subjetivos, constituyéndose como inmunidades oponibles en relaciones de desigualdad 

formal, esto es, en relaciones con el Estado. Por otro lado, en virtud de su configuración 

normativa más abstracta y general, los derechos fundamentales tienen una función objetiva, 

en virtud de la cual unifican, identifican e integran, en un sistema jurídico determinado, a las 

restantes normas que cumplen funciones más específicas. Debido a la concepción de los 

derechos fundamentales como normas objetivas, los mismos permean en el resto de 

componentes del sistema jurídico, orientando e inspirando normas e instituciones 

pertenecientes al mismo.  

 

 

ALIMENTOS. EL CONTENIDO MATERIAL DE LA OBLIGACIÓN DE OTORGARLOS VA 

MÁS ALLÁ DEL MERO ÁMBITO ALIMENTICIO EN ESTRICTO SENTIDO.  

 

En lo referente al contenido material de la obligación de alimentos, esta Primera Sala 

considera que la misma va más allá del ámbito meramente alimenticio, pues también 

comprende educación, vestido, habitación, atención médica y demás necesidades básicas 

que una persona necesita para su subsistencia y manutención. Lo anterior, pues si tenemos 

en cuenta que el objeto de la obligación de alimentos consiste en la efectivización del 

derecho fundamental a acceder a un nivel de vida adecuado, es indispensable que se 

encuentren cubiertas todas las necesidades básicas de los sujetos imposibilitados y no 

solamente aquellas relativas en estricto sentido al ámbito alimenticio.  
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ALIMENTOS. EL CONTENIDO, REGULACIÓN Y ALCANCES DE LA OBLIGACIÓN DE 

OTORGARLOS DEPENDERÁ DEL TIPO DE RELACIÓN FAMILIAR DE QUE SE TRATE.  

 

Esta Primera Sala ya ha establecido que la obligación de dar alimentos surge de la necesidad 

de un sujeto con el que se tiene un vínculo familiar; sin embargo, es importante precisar que 

el contenido, regulación y alcances de dicha obligación variará dependiendo de las 

circunstancias particulares de cada caso concreto, pero particularmente del tipo de relación 

familiar en cuestión. En este sentido, la legislación civil o familiar en nuestro país reconoce una 

serie de relaciones familiares de las que puede surgir la obligación de dar alimentos, entre las 

que destacan: las relaciones paterno-filiales, el parentesco, el matrimonio, el concubinato y 

la pensión compensatoria en casos de divorcio. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 
5 

México 

ALIMENTOS. EL ESTADO DE NECESIDAD DEL ACREEDOR ALIMENTARIO ES 

ESTRICTAMENTE INDIVIDUAL Y SURGE DE LA NECESIDAD Y NO DE LA COMODIDAD.  

 

Esta Primera Sala ya ha establecido que el estado de necesidad del acreedor alimentario 

constituye el origen y fundamento de la obligación de alimentos. En este sentido, es 

importante destacar que este estado de necesidad surge, como su nombre lo indica, de la 

necesidad y no de la comodidad, por lo que es evidente que quien tiene posibilidades para 

trabajar no puede exigir de otro la satisfacción de sus necesidades básicas. Además, se trata 

de un derecho estrictamente individual, por lo que para que se actualice la obligación de 

alimentos se debe tener en cuenta la necesidad del acreedor de los mismos y no de las 

personas que tiene a su cargo.  

 

 

DIGNIDAD HUMANA. CONSTITUYE UNA NORMA JURÍDICA QUE CONSAGRA UN 

DERECHO FUNDAMENTAL A FAVOR DE LAS PERSONAS Y NO UNA SIMPLE 

DECLARACIÓN ÉTICA.  

 

La dignidad humana no se identifica ni se confunde con un precepto meramente moral, sino 

que se proyecta en nuestro ordenamiento como un bien jurídico circunstancial al ser humano, 

merecedor de la más amplia protección jurídica, reconocido actualmente en los artículos 1o., 

último párrafo; 2o., apartado A, fracción II; 3o., fracción II, inciso c); y 25 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. En efecto, el Pleno de esta Suprema Corte ha 

sostenido que la dignidad humana funge como un principio jurídico que permea en todo el 

ordenamiento, pero también como un derecho fundamental que debe ser respetado en 

todo caso, cuya importancia resalta al ser la base y condición para el disfrute de los demás 

derechos y el desarrollo integral de la personalidad. Así las cosas, la dignidad humana no es 

una simple declaración ética, sino que se trata de una norma jurídica que consagra un 

derecho fundamental a favor de la persona y por el cual se establece el mandato 

constitucional a todas las autoridades, e incluso particulares, de respetar y proteger la 

dignidad de todo individuo, entendida ésta -en su núcleo más esencial- como el interés 

inherente a toda persona, por el mero hecho de serlo, a ser tratada como tal y no como un 

objeto, a no ser humillada, degradada, envilecida o cosificada. 
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ALIMENTOS. ES CONSTITUCIONAL LA NATURALEZA SUBSIDIARIA DE LA 

OBLIGACIÓN ALIMENTARIA DE LOS ABUELOS RESPECTO DE SUS NIETOS MENORES 

DE EDAD (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 357 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 

ESTADO DE GUANAJUATO).  

 

A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el artículo 

357 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, mismo que establece que la obligación 

alimentaria a cargo de los abuelos respecto de sus nietos menores de edad es de naturaleza 

subsidiaria, resulta constitucional. Si bien los abuelos gozan de un papel importante en la 

dinámica actual de las familias, al desempeñar un rol fundamental en la cohesión familiar y 

al fungir como agentes de transmisión de los valores, cuya importancia se acrecienta en 

escenarios de ruptura familiar al contrarrestar situaciones de hostilidad o enfrentamiento entre 

los progenitores, lo cierto es que ello no implica que deba imponerse una obligación solidaria 

a los abuelos, pues la existencia de una obligación alimentaria a cargo de los progenitores o 

a cargo de los abuelos responde a dos situaciones claramente diferenciables. Así, la 

obligación alimentaria que tienen los progenitores en relación con sus hijos, surge como 

consecuencia de la patria potestad, esto es, como resultado de un mandato constitucional 

expreso que les vincula a procurar el mayor nivel de protección, educación y formación 

integral. Sin embargo, en el caso de que los padres continúen ejerciendo la patria potestad, 

cualquier obligación que los abuelos tengan respecto de sus nietos no derivará de la misma, 

sino de un principio de solidaridad familiar, razón por la cual no es posible concluir que en tales 

escenarios los padres y abuelos se encuentren en un plano de igualdad, lo cual justifica que 

la obligación alimentaria de estos últimos sea de índole subsidiaria. Así, a pesar de que bajo 

un ejercicio comparativo entre los alimentos satisfechos por los progenitores y aquellos que en 

su caso cubren los abuelos, se puede desprender una identidad de acreedor -el menor o los 

menores en cuestión-, de objeto debido -los elementos cubiertos por concepto de alimentos- 

y la existencia de deudores, lo cierto es que la causa jurídica que genera la obligación es 

distinta, situación que justifica un tratamiento legal diferenciado. Sostener lo contrario 

implicaría aceptar que a pesar de la posibilidad de que los encargados de manera directa 

del cuidado de los menores puedan cumplir con sus obligaciones, sean sustituidos por quienes 

no se encuentran vinculados de manera inmediata al cuidado básico y directo de los hijos, 

aunado a que se generaría un escenario que permitiría que los progenitores se excusaran del 

cumplimiento de una obligación con fundamento constitucional expreso, solamente por la 

existencia de un familiar que tiene una mejor condición económica, no obstante éste no 

ejerza la patria potestad, lo cual resultaría contrario a los más elementales principios de 

protección y cuidado que deben observar los progenitores. 
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ALIMENTOS. LA NATURALEZA SUBSIDIARIA DE LA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA DE 

LOS ABUELOS RESPECTO DE SUS MENORES NIETOS NO GENERA VIOLENCIA 

ECONÓMICA EN CONTRA DE LA MADRE DE ÉSTOS (INTERPRETACIÓN DEL 

ARTÍCULO 357 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO).  

 

Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado de manera 

constante, que tanto el hombre como la mujer se encuentran capacitados para cuidar de 

sus hijos, pues son las aptitudes de éstos para generar un ambiente adecuado las que habrán 

de influir en la decisión sobre quién ejerce la guarda y custodia, sin que se deba otorgar en 

automático a la madre con base en un estereotipo de género que ya no responde a la 

dinámica actual de las familias. En efecto, el rol de la mujer en la familia no se encuentra 

constreñido a las labores del hogar y al cuidado forzoso de los hijos, sino que los roles 

responden a un principio de igualdad y deben ser pactados en un inicio por los progenitores. 

En consecuencia, la falta de exigencia directa a los abuelos en obligaciones alimentarias, no 

puede interpretarse como una afrenta a las familias en las cuales la madre ejerce la guarda 

y custodia, pues tal arreglo familiar no requiere ser adoptado de manera obligatoria, ya que 

el padre se encuentra en igualdad de aptitudes para incorporar a los menores a su hogar. 

Adicionalmente, el orden de prelación y la naturaleza subsidiaria de las obligaciones de los 

abuelos, no puede implicar una violencia económica en contra de la mujer, debido a que 

ante un escenario de ruptura familiar, existen medidas jurídicas que podrán ser tomadas por 

los juzgadores, con la intención de evitar un efecto de empobrecimiento. En suma, en caso 

de que los progenitores acuerden o un juez determine que los menores quedarán a cargo de 

la madre, y la misma no cuente con la cantidad de bienes o posibilidades para satisfacer las 

necesidades básicas de sus hijos con los que sí cuenta el padre, lo cierto es que todos esos 

elementos serán tomados en consideración por el juzgador. Así las cosas, mediante la pensión 

compensatoria -cuando la misma proceda- y la asignación de cantidades diferenciadas 

entre progenitores para satisfacer las necesidades alimentarias, el juzgador evitará que se 

genere una situación desproporcionada que se pudiera traducir en una apremiante situación 

económica para la mujer. Por tanto, resulta claro que la naturaleza subsidiaria de las 

obligaciones alimentarias a cargo de los abuelos, contenida en el artículo 357 del Código Civil 

para el Estado de Guanajuato, no produce de manera inmediata, forzosa e indubitable, un 

menoscabo económico en contra de la madre. En cualquier caso, lo que habría de 

combatirse son las condiciones alimentarias fijadas por un juzgador en el caso concreto, a 

partir de la valoración específica que emprendió en torno a las particularidades del asunto. 

 

 



 

 
8 

México 

ALIMENTOS. LA OBLIGACIÓN DE OTORGARLOS A CARGO DE LOS ASCENDIENTES, 

DESCENDIENTES, HERMANOS O PARIENTES COLATERALES HASTA EL CUARTO 

GRADO DERIVA DE UN PRINCIPIO DE SOLIDARIDAD FAMILIAR.  

 

A diferencia de la obligación de alimentos en las relaciones paterno-filiales, esta Primera Sala 

advierte que la obligación de dar alimentos que la ley señala a cargo de ascendientes, 

descendientes, hermanos o parientes colaterales hasta el cuarto grado, respecto de un 

determinado sujeto, no deriva de la patria potestad, sino de un principio de solidaridad 

familiar. Este principio de solidaridad familiar se traduce en una pauta de comportamiento 

para los miembros de determinado núcleo familiar, mismo que no se reduce a relaciones 

paterno-filiales, a partir del cual tienen el deber de apoyar a los integrantes de la familia que 

se encuentren en situaciones apremiantes o de necesidad. Es decir, se trata de una adhesión 

circunstancial de unos individuos con otros, situación que se inspira en una expectativa de 

asistencia recíproca. Así, el principio de solidaridad familiar surge a partir de situaciones 

convivenciales que responden a vínculos sanguíneos o afectivos. En efecto, tal solidaridad se 

manifiesta en asistencia y ayuda mutua, buscando satisfacer carencias espirituales y 

materiales, y es una consecuencia directa del reconocimiento de cada persona como un ser 

individual, titular de derechos fundamentales a partir de tal calidad, pero también como 

integrante de una familia y, por tanto, adherente a ciertos valores y aspectos comunes. En 

suma, se trata de una esencia efectiva y un cumplimiento de deberes asistenciales. Contrario 

a la patria potestad, misma que es permanente e indispensable para el desarrollo de los 

menores, la solidaridad familiar responde a una naturaleza circunstancial: la necesidad 

apremiante de un integrante de la familia y, por tanto, la exigencia de que el resto de las 

personas que componen a la misma satisfagan la carencia en cuestión. Así, la existencia de 

vínculos sanguíneos o afectivos produce una expectativa de ayuda recíproca denominada 

solidaridad familiar, que se actualiza ante un escenario de necesidad, mientras que la patria 

potestad se traduce en una protección permanente que los progenitores -o quien ejerza la 

misma- deben llevar a cabo respecto a los menores. Cabe mencionar que el principio de 

solidaridad familiar está configurado de muy diversas maneras por el legislador local en las 

entidades federativas y que, dentro de su naturaleza circunstancial, la solidaridad familiar 

sigue las reglas específicas de cada Estado. 
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ALIMENTOS. NO ES POSIBLE CONSTITUIR UNA GARANTÍA HIPOTECARIA SOBRE 

INMUEBLES DE LOS ABUELOS, CUANDO SE HA DETERMINADO QUE ÉSTOS NO 

TIENEN UNA OBLIGACIÓN ALIMENTARIA RESPECTO DE SUS NIETOS MENORES DE 

EDAD (INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 357 Y 371 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL 

ESTADO DE GUANAJUATO).  

 

Una garantía hipotecaria consiste en un mecanismo mediante el cual se pretende asegurar 

el cumplimiento de una obligación, y su naturaleza es de índole real, toda vez que la 

satisfacción de la obligación se encuentra sujeta a un bien inmueble. Sin embargo, la garantía 

hipotecaria es accesoria, esto es, no es exigible a menos de que exista la obligación principal 

que se pretende garantizar. Por tanto, a consideración de esta Primera Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, en caso de que se determine que no se actualiza alguno de 

los supuestos contenidos en el artículo 357 del Código Civil para el Estado de Guanajuato para 

que los abuelos asuman una obligación alimentaria respecto de sus menores nietos, no será 

posible constituir una garantía hipotecaria en torno a los inmuebles de dichos abuelos para 

asegurar la satisfacción de las necesidades de los menores. Ello se debe a que si bien el 

artículo 371 del Código Civil para el Estado de Guanajuato señala que el aseguramiento de 

alimentos puede consistir en hipoteca, lo cierto es que tal disposición parte de la base lógica 

de que exista una obligación alimentaria que cubrir, ya que de lo contrario, no existiría razón 

para constituir una garantía. En consecuencia, cuando no es posible exigir el pago de 

alimentos a los abuelos, ya que no se satisfacen los requisitos de falta o imposibilidad por parte 

de los progenitores de los menores de edad, no resultaría jurídicamente posible constituir una 

garantía hipotecaria, pues no existe una obligación principal que garantizar. 
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ALIMENTOS. REQUISITOS PARA QUE LOS ABUELOS ASUMAN OBLIGACIONES 

ALIMENTARIAS RESPECTO DE SUS NIETOS MENORES DE EDAD (INTERPRETACIÓN DEL 

ARTÍCULO 357 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE GUANAJUATO). 

  

A consideración de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, si bien la 

naturaleza subsidiaria de la obligación alimentaria a cargo de los abuelos respecto de sus 

nietos es constitucional, lo cierto es que los supuestos para que la misma se actualice 

contenidos en el artículo 357 del Código Civil para el Estado de Guanajuato, consistentes en 

la falta o imposibilidad de los progenitores, deben ser interpretados acorde al interés superior 

del menor de edad, para que no se consideren como una barrera infranqueable que en la 

práctica impida cualquier obligación a cargo de los abuelos. Así, el primer supuesto, 

consistente en la falta de padres, se refiere a la carencia de los mismos, es decir, la ausencia 

de las personas que de acuerdo con la ley están obligadas a cubrir alimentos en primer 

término. El supuesto evidente en que se configura tal situación es el fallecimiento de los 

progenitores, pero también puede atender a otras circunstancias, tales como la existencia de 

personas desaparecidas, aquellos padres que no pueden ser ubicados, o aquellos que se 

desconoce su domicilio o paradero. En suma, se trata de una inconcurrencia de la persona 

que de modo preferente -debido a una prelación establecida legalmente- tiene la obligación 

de suministrar alimentos, lo cual genera el impedimento fáctico de exigir su cumplimiento. Por 

otra parte, el supuesto consistente en la imposibilidad de los progenitores de suministrar 

alimentos se refiere a la concurrencia de éstos -en virtud de que no han fallecido y se conoce 

con precisión su ubicación-, lo cual permitiría proceder jurídicamente en su contra, pero existe 

un aspecto de insuficiencia, esto es, una situación de carencia de bienes o impedimento 

absoluto por parte del obligado a cubrir los alimentos. En otras palabras, este escenario se 

actualiza cuando quien se encuentra obligado de manera preferente al pago de alimentos 

carece de medios o se encuentra incapacitado para proporcionar los mismos, por lo que 

atendiendo a las necesidades de los menores, existe un obstáculo para que el deudor 

preferente las satisfaga. Dicho par de supuestos consisten en razones lógicas y objetivas que 

justifican que los progenitores no suministren alimentos, pues la ausencia de padres o su 

incapacidad absoluta de cumplir con tales obligaciones, se traducen en escenarios en los 

cuales se encuentra justificada la carga alimentaria de los abuelos. 
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DERECHO A ACCEDER A UN NIVEL DE VIDA ADECUADO. SU PLENA VIGENCIA 

DEPENDE DE LA COMPLETA SATISFACCIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 

PROPIOS DE LA ESFERA DE NECESIDADES BÁSICAS DE LOS SERES HUMANOS.  

 

Esta Primera Sala advierte que del texto actual del artículo 4o. de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos se desprende, si bien no en estos términos literales, un derecho 

fundamental de toda persona a acceder a un nivel de vida adecuado o digno; derecho que 

también encuentra fundamento expreso en diversos instrumentos internacionales, entre los 

que podemos destacar el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales. Una característica distintiva de este derecho radica en la íntima relación 

que mantiene con otros derechos fundamentales, tales como el derecho a la vida, 

alimentación, vestido, vivienda, educación y salud, pues es claro que para que una persona 

se encuentre en condiciones de alcanzar un determinado nivel de bienestar requiere que 

todas sus necesidades básicas se encuentren adecuadamente satisfechas. Así, se advierte 

que la plena vigencia del derecho fundamental a un nivel de vida adecuado o digno 

depende a su vez de la completa satisfacción de esta esfera de derechos propia de las 

necesidades básicas de los seres humanos. 


